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RÉGIMEN DE TRANSICIÓN- Requisitos para ser beneficiario / RÉGIMEN DE TRANSICIÓN- Consecuencias jurídicas radica en que a sus beneficiarios le sean aplicables las normas anteriores al sistema de pensiones de la Ley 100 de 1993 / RÉGIMEN DE TRANSICIÓN - Sólo la edad, el tiempo de servicios o las semanas cotizadas y el monto de la pensión de vejez se rigen por las normas anteriores al sistema de pensiones de  la Ley 100/93

RÉGIMEN DE TRANSICIÓN / INGRESO BASE DE LIQUIDACIÓN (IBL) – Este aspecto queda gobernado por la Ley 100 de 1993 y no por la normatividad anterior / RÉGIMEN DE TRANSICIÓN / INGRESO BASE DE LIQUIDACIÓN (IBL)-  En ningún caso, el régimen de transición permite tomar, para conformar el ingreso base de liquidación de la pensión de vejez, el promedio de lo devengado en el último año de servicios, salvo en la hipótesis en que no hubiesen existido cotizaciones después de la entrada en vigencia el sistema de pensiones de la Ley 100 de 1993.

INGRESO BASE DE LIQUIDACIÓN Y MONTO DE LA PENSIÓN- Diferencias 

“… La demandante es beneficiaria del régimen de transición contemplado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, toda vez que, a 30 de junio de 1995, contaba con cuarenta y tres (43) años de edad, como que nació el 19 de enero de 1952 (fls. 12, 13, 21 22, 29 y 65).
Resulta conveniente advertir que para ser beneficiario del régimen de transición no es necesario que, a la fecha en que entró a regir el sistema general de pensiones establecido por la Ley 100 de 1993 (1 de abril de 1994), para el sector privado y para los servidores públicos del orden nacional; o más tardar el 30 de junio de 1995, para los servidores públicos del orden territorial, se estuviese cotizando al Instituto de Seguros Sociales, o a otros sistemas de pensiones. 

El artículo 36 referido sólo exige que se reúna una cualquiera de las dos siguientes condiciones: 35 o 40 años de edad, según se trate de mujeres o varones, en su orden, siempre que no se traslade al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad; o 15 años o más de servicios prestados o cotizados, sin la exigencia adicional de la primera hipótesis, conforme lo definió la Corte Constitucional en la sentencia C-789 de 24 de septiembre de 2002.

La calidad de beneficiaria del régimen de transición radicada en la promotor del proceso apareja como consecuencia jurídica que le sean aplicables las normas anteriores al sistema de pensiones de la Ley 100 de 1993, que regulaban la pensión de vejez, en cuanto a la edad, tiempo de servicios o semanas cotizadas y monto de dicha prerrogativa de la seguridad social.

Vale la pena observar que el régimen de transición consagrado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 comporta que sólo la edad, el tiempo de servicios o las semanas cotizadas y el monto de la pensión de vejez se rigen por las normas anteriores al sistema de pensiones de dicho tejido normativo. 

Ello significa –y así lo dispone explícitamente aquel texto legal- que las restantes condiciones y requisitos atinentes a la pensión de vejez se regulan por las preceptivas de la Ley 100 de 1993.

Por consiguiente, el ingreso base de liquidación (IBL) de la pensión de vejez es un punto que queda gobernado por el Sistema General de Pensiones establecido por la Ley 100 de 1993.

Respecto de los beneficiarios del régimen de transición que, cuando entró en vigencia el nuevo régimen de pensiones, les faltare menos de diez (10) años para cumplir los requisitos de edad y tiempo de servicio o cotizaciones, el inciso 3° del referido artículo 36, preceptúa que el ingreso base de liquidación de la pensión de vejez “será el promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, o el cotizado durante todo el tiempo si éste fuere superior, actualizado anualmente con base en la variación del Índice de Preciso al Consumidor, según certificación que expida el DANE”. 

Y en relación con los beneficiarios del régimen de transición que, cuando entró en vigencia el nuevo régimen de pensiones, les faltare más de diez (10) años para cumplir los requisitos de edad y tiempo de servicio o cotizaciones –que es el caso de la actora- el ingreso base de cotización es el previsto en el artículo 21 de la Ley 100 de 1993, esto es, el promedio de los salarios o rentas sobre los cuales ha cotizado el afiliado durante los 10 años anteriores al reconocimiento de la pensión, o el promedio del ingreso base, ajustado por inflación, calculado sobre los ingresos de toda la vida laboral del trabajador, si resulta superior al anterior, siempre y cuando el afiliado haya cotizado 1.250 semanas como mínimo.

Quede claro que, salvo en la hipótesis en que no hubiesen existido cotizaciones después de la entrada en vigencia el sistema de pensiones de la Ley 100 de 1993, en ningún caso, el régimen de transición permite tomar, para conformar el ingreso base de liquidación de la pensión de vejez, el promedio de lo devengado en el último año de servicios.

Estas precisiones las ha hecho la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencias que ya son muchedumbre. Así por ejemplo, en la sentencia del 23 de marzo de 2011, radicación 41.433, el máximo estrado de la jurisdicción ordinaria, en sus especialidades laboral y de la seguridad social, adoctrinó:

Primeramente es de advertir, que en este asunto a juzgar, no es objeto de discusión que el actor, siendo empleado público del orden territorial, se retiró del servicio el 13 de agosto de 2001, y se le otorgó una pensión de vejez a partir del 22 de agosto de 2003, día siguiente al cumplimiento de los 55 años de edad. Que éste es beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, conforme aparece en la resolución No. 3126 del 10 de febrero de 2004 obrante a folio 5 a 9 del cuaderno principal.

Vista la motivación de la sentencia impugnada, el Juez Colegiado para confirmar el fallo del a quo, consideró que la forma de determinar el ingreso base de liquidación de la pensión que disfruta el demandante, se rige por el inciso 3º del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, soportando tal decisión en pronunciamientos jurisprudenciales de esta Sala de Casación Laboral, sobre la interpretación de los beneficios otorgados por dicha disposición a quienes se encuentran en transición, haciendo énfasis que “la forma de calcular el IBL fue definida expresamente en dicho artículo y no dio la posibilidad de liquidarlo conforme a la normatividad anterior que se aplicara en los restantes aspectos (edad, tiempo de servicios y monto)”.

En cambio, la censura busca que se determine jurídicamente, que el Tribunal le dio un entendimiento equivocado al artículo 36 de la Ley 100 de 1993, al no liquidar la pensión del actor estableciendo el IBL con la aplicación en su integridad del artículo 1° de la Ley 33 de 1985, es decir, tomando lo devengado en el <último año de servicios>, con lo cual se respetaría el principio de inescindibilidad de la norma, máxime si se tiene en cuenta que aquel canon de la nueva ley de seguridad social, expresamente dispone que los beneficios respecto de la transición se traducen en la aplicación del régimen anterior, en todo lo que tiene que ver con el tiempo de servicios, la edad y el monto de la pensión.

Pues bien, planteadas así las cosas, la controversia gira en torno a definir la norma aplicable para calcular el IBL de la pensión de vejez que viene disfrutando el promotor del proceso.

De cara a lo alegado por el recurrente en la esfera casacional, debe decirse, que le asiste entera razón al sentenciador de segundo grado, en el sentido de que siendo la disposición que gobierna el régimen de transición del demandante, el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, aquel garantiza a sus beneficiarios, la utilización de la normatividad que venía aplicándose en cada caso, únicamente en lo concerniente a tres aspectos: la edad, el tiempo o número de semanas cotizadas, y el monto de la prestación, entendiéndose por este último el monto porcentual de la pensión; y en estas condiciones, el ingreso base de liquidación se regulará, como regla general, por la nueva reglamentación contenida en la mencionada Ley 100.

De tal modo que el inciso 3° del artículo 36 de la aludida Ley 100 de 1993, respecto de quien cotizó o devengó en el sistema de seguridad social integral, en ningún caso permite tomar, para conformar el IBL de la pensión, el promedio de lo percibido en el <último año de servicios>, que es la aspiración principal del demandante recurrente, y desde esta perspectiva no pudo cometer la Colegiatura un yerro jurídico.

En conclusión, como en el presente asunto no es dable establecer el ingreso base de liquidación para efectos de determinar la cuantía de la prestación pensional que disfruta el demandante, con base en los salarios devengados en el <último año de servicios>, que se repite es en esencia lo que plantea la parte actora, resulta infundada la acusación.

Sobre la diferencia entre ingreso base de liquidación y monto de la pensión, en perspectiva de reafirmar que el primero no se disciplina por las normas anteriores al sistema de pensiones de la Ley 100 de 1993, la Corte expresa: 

Es sabido que con los regímenes de transición especialmente creados para cuando se modifiquen los requisitos para acceder a los derechos pensionales, se ha buscado por el legislador no afectar de manera grave las expectativas legítimas de quienes, al momento de producirse el cambio normativo, se hallaban más o menos próximos a consolidar el derecho. 

Desde luego, esos regímenes pueden tener diferentes modalidades respecto de la utilización de la nueva preceptiva y la vigencia de las normas derogadas o modificadas, de ahí que no impliquen necesariamente la aplicación, en su integridad, de estas normas, que, por lo general, consagran beneficios más favorables al trabajador o al afiliado a la seguridad social. Ya la Corte Constitucional ha explicado, al referirse al artículo 36 de la Ley 100 de 1993, que goza el legislador de un amplio poder de configuración al momento de definir la protección que le otorgue a las expectativas de los ciudadanos, como las referidas a los derechos prestacionales. 

Precisamente con el régimen de transición pensional consagrado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 no quiso el legislador mantener para los beneficiarios la aplicación en su totalidad de la normatividad que gobernaba sus derechos pensionales, sino solamente una parte de ella. Esta Sala de la Corte ha consolidado, por reiterado y pacífico, el criterio de que dicho régimen comporta para sus beneficiarios la aplicación de las normas legales anteriores a la vigencia del Sistema General de Pensiones, en tres puntuales aspectos: edad, tiempo de servicios o semanas cotizadas y monto de la pensión. Y que el tema de la base salarial de liquidación de la pensión no se rige por tales disposiciones legales, sino que pasa a ser regido, en principio, y para quienes les hacía falta menos de diez años para adquirir el derecho por el inciso 3º del artículo 36 citado.   

Lo anterior significa que fue el propio legislador quien, al diseñar la forma como estarían estructurados los beneficios del régimen de transición que creó para quienes al momento en que entró a regir el sistema de pensiones les hacía falta menos de diez años para adquirir el derecho prestacional, que es el caso de la actora, dispuso que ese régimen estaría gobernado en parte por la normatividad que, antes de entrar en vigor ese sistema, se aplicaba al beneficiario y, en otra parte, por el propio artículo 36 de la Ley 100 de 1993, pero en uno solo de los elementos que conforman el derecho pensional: el ingreso base de liquidación. 

De tal suerte que esa mixtura normativa, que no constituye un exabrupto jurídico, pues es característica de los regímenes expedidos para regular transiciones normativas, surge del propio texto de la ley y no es resultado de una caprichosa interpretación de las normas que instituyeron el sistema de seguridad social integral en pensiones.

Y es claro, además, que al ingreso base de liquidación de la pensión se le quiso continuar otorgando una naturaleza jurídica propia, no vinculada al monto, porcentaje o tasa de reemplazo de la prestación, que es otro elemento de ésta, pero diferente e independiente; pues al paso que el ingreso base corresponde a los salarios devengados por el trabajador o a la base sobre la cual ha efectuado sus aportes al sistema, según el caso y el régimen aplicable, el monto de la pensión debe entenderse como el porcentaje que se aplica a ese ingreso, para obtener la cuantía de la mesada.

Por manera que no existe ninguna contradicción en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 cuando señaló que el monto o porcentaje de la pensión de los beneficiarios sería el establecido en el régimen anterior al cual se encuentren afiliados y el ingreso base de liquidación de la prestación, para casos como el de la demandante, el promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para adquirir el derecho, o el cotizado durante todo el tiempo, si este promedio fuese superior, actualizado anualmente con base en la variación del índice de precios al consumidor. 

Tal postura jurídica de la Corte, que aquí se reitera, aparece vertida, entre otras, en las sentencias de 5 de marzo de 2003 (Rad. 19663) y 27 de julio de 2004 (Rad. 22226).

Sin duda, el reajuste pretendido en la demanda introductoria del presente proceso, fincado en que debe considerarse  lo devengado por la actora durante el último año de servicios, no consulta el texto del inciso 3 del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 ni la inteligencia que al mismo le ha dado la jurisprudencia del trabajo y de la seguridad social. El acierto corona la conclusión del juez de primer grado al denegarlo, al igual que las restantes súplicas que le son consecuenciales. (…)”
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE SANTA MARTA

SALA LABORAL
(Magistrado Ponente: Augusto E. Torregroza Sánchez)

En Santa Marta, a los  seis  (6) días de septiembre de dos mil doce (2012), siendo las nueve de la mañana, fecha y hora señalados por auto anterior para celebrar la audiencia de JUZGAMIENTO en el proceso ordinario laboral promovido por Glerys Leonor De La Hoz Domínguez  contra el Instituto de Seguros Sociales, se constituyeron en audiencia pública para tal efecto los Magistrados integrantes de la Sala de Decisión.

ANTECEDENTES

Glerys Leonor De La Hoz Domínguez  demandó al Instituto de Seguros Sociales para que se lo condene a reajustarle la pensión de jubilación; a pagarle el retroactivo correspondiente a las diferencias que resulten; a satisfacerle la indexación de la primera mesada, así como de todas las sumas que resultan de las condenas dinerarias que se impongan; y a cubrirle los intereses moratorios.
Afirmó que estuvo vinculada laboralmente a la Universidad del Magdalena del 7 de septiembre de 1972 al 31 de enero de 1999; que el Instituto de Seguros Sociales le reconoció pensión de jubilación, por medio de Resolución n.° 007136 del 23 de abril de 2009; que, para determinar el ingreso base de liquidación, dicho organismo de seguridad apreció el ingreso base de cotización reportado desde el 4 de septiembre de 1988 al 30 de enero de 1997; y que la entidad de seguridad social no incluyó los factores salariales devengados mensualmente durante el último año de servicios, como subsidio familiar, subsidio de transporte, subsidio de alimentación, prima de carestía, prima de servicios y prima de navidad. 
La parte demandada, al responder la demanda, sostuvo, básicamente, que, en el reconocimiento de la pensión de vejez a la demandante, se sujetó a las normas legales que regulan el régimen de transición, de manera que la liquidación de dicha prestación no puede jurídicamente estimarse con lo devengado en el último año de servicios, sino con el promedio de lo devengado en los últimos diez (10) años, como lo establece el artículo 21 de la Ley 100 de 1993. Se opuso a todos los pedimentos de la demanda; y propuso las excepciones de fondo de falta de causa para demandar y de buena fe.
El Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Santa Marta, en virtud de sentencia del 20 de abril de 2012 absolvió al Instituto de Seguros Sociales de todas las súplicas de la demanda y condenó en costas a la demandante.

Señaló que, en razón de que la actora es beneficiaria del régimen de transición, con arreglo al artículo  36 de la Ley  100 de 1993, la edad, el tiempo de servicios o las semanas cotizadas y el monto de la pensión de vejez se rigen por las normas del sistema pensional anterior; pero el ingreso base de liquidación lo gobiernan las prescripciones del sistema general de pensiones establecidos por la Ley 100 de 1993. En consecuencia, en el caso de autos el ingreso base de liquidación equivale al promedio de los salarios sobre los cuales cotizó el afiliado en los últimos diez (10) años, actualizados anualmente con el índice de precios al consumidor (IPC).
Anotó, además, que a la parte actora le correspondía acreditar que, efectivamente, el salario promedio tenido en cuenta para efectos de calcular el ingreso base de liquidación (IBL) no incluía los factores salariales establecidos en la Ley 33 de 1985, situación ésta que pretende demostrar con los documentos visibles a folios 70 a 81, de los que no es posible en todo caso extraer los factores salariales contenidos en aquel cuerpo legal.
Apeló la parte demandante. A su juicio, el ingreso base de liquidación de la pensión de jubilación es el “salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el último año de servicio”, según reza el artículo 1 de la Ley 33 de 1985, y no el promedio del ingreso base de cotización denunciados por el empleador en los diez (10) últimos años de servicio, como lo ordena el artículo 21 de la Ley 100 de 1993, toda vez que “Aplicar dos normas legales diferentes para efectos del reconocimiento y liquidación de una misma pensión implicaría la violación del principio de “inescindibilidad de la ley”, que prohíbe la aplicación parcial de las normas legales.
Con el objeto de que se desate la apelación, que fue concedida en el efecto suspensivo, la totalidad del expediente se encuentra en esta Corporación.
CONSIDERACIONES

La demandante es beneficiaria del régimen de transición contemplado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, toda vez que, a 30 de junio de 1995, contaba con cuarenta y tres (43) años de edad, como que nació el 19 de enero de 1952 (fls. 12, 13, 21 22, 29 y 65).

Resulta conveniente advertir que para ser beneficiario del régimen de transición no es necesario que, a la fecha en que entró a regir el sistema general de pensiones establecido por la Ley 100 de 1993 (1 de abril de 1994), para el sector privado y para los servidores públicos del orden nacional; o más tardar el 30 de junio de 1995, para los servidores públicos del orden territorial, se estuviese cotizando al Instituto de Seguros Sociales, o a otros sistemas de pensiones. 

El artículo 36 referido sólo exige que se reúna una cualquiera de las dos siguientes condiciones: 35 o 40 años de edad, según se trate de mujeres o varones, en su orden, siempre que no se traslade al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad; o 15 años o más de servicios prestados o cotizados, sin la exigencia adicional de la primera hipótesis, conforme lo definió la Corte Constitucional en la sentencia C-789 de 24 de septiembre de 2002.

La calidad de beneficiaria del régimen de transición radicada en la promotor del proceso apareja como consecuencia jurídica que le sean aplicables las normas anteriores al sistema de pensiones de la Ley 100 de 1993, que regulaban la pensión de vejez, en cuanto a la edad, tiempo de servicios o semanas cotizadas y monto de dicha prerrogativa de la seguridad social.

Vale la pena observar que el régimen de transición consagrado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 comporta que sólo la edad, el tiempo de servicios o las semanas cotizadas y el monto de la pensión de vejez se rigen por las normas anteriores al sistema de pensiones de dicho tejido normativo. 

Ello significa –y así lo dispone explícitamente aquel texto legal- que las restantes condiciones y requisitos atinentes a la pensión de vejez se regulan por las preceptivas de la Ley 100 de 1993.

Por consiguiente, el ingreso base de liquidación (IBL) de la pensión de vejez es un punto que queda gobernado por el Sistema General de Pensiones establecido por la Ley 100 de 1993.
Respecto de los beneficiarios del régimen de transición que, cuando entró en vigencia el nuevo régimen de pensiones, les faltare menos de diez (10) años para cumplir los requisitos de edad y tiempo de servicio o cotizaciones, el inciso 3° del referido artículo 36, preceptúa que el ingreso base de liquidación de la pensión de vejez “será el promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, o el cotizado durante todo el tiempo si éste fuere superior, actualizado anualmente con base en la variación del Índice de Preciso al Consumidor, según certificación que expida el DANE”. 

Y en relación con los beneficiarios del régimen de transición que, cuando entró en vigencia el nuevo régimen de pensiones, les faltare más de diez (10) años para cumplir los requisitos de edad y tiempo de servicio o cotizaciones –que es el caso de la actora- el ingreso base de cotización es el previsto en el artículo 21 de la Ley 100 de 1993, esto es, el promedio de los salarios o rentas sobre los cuales ha cotizado el afiliado durante los 10 años anteriores al reconocimiento de la pensión, o el promedio del ingreso base, ajustado por inflación, calculado sobre los ingresos de toda la vida laboral del trabajador, si resulta superior al anterior, siempre y cuando el afiliado haya cotizado 1.250 semanas como mínimo.

Quede claro que, salvo en la hipótesis en que no hubiesen existido cotizaciones después de la entrada en vigencia el sistema de pensiones de la Ley 100 de 1993, en ningún caso, el régimen de transición permite tomar, para conformar el ingreso base de liquidación de la pensión de vejez, el promedio de lo devengado en el último año de servicios.

Estas precisiones las ha hecho la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencias que ya son muchedumbre. Así por ejemplo, en la sentencia del 23 de marzo de 2011, radicación 41.433, el máximo estrado de la jurisdicción ordinaria, en sus especialidades laboral y de la seguridad social, adoctrinó:

Primeramente es de advertir, que en este asunto a juzgar, no es objeto de discusión que el actor, siendo empleado público del orden territorial, se retiró del servicio el 13 de agosto de 2001, y se le otorgó una pensión de vejez a partir del 22 de agosto de 2003, día siguiente al cumplimiento de los 55 años de edad. Que éste es beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, conforme aparece en la resolución No. 3126 del 10 de febrero de 2004 obrante a folio 5 a 9 del cuaderno principal.

Vista la motivación de la sentencia impugnada, el Juez Colegiado para confirmar el fallo del a quo, consideró que la forma de determinar el ingreso base de liquidación de la pensión que disfruta el demandante, se rige por el inciso 3º del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, soportando tal decisión en pronunciamientos jurisprudenciales de esta Sala de Casación Laboral, sobre la interpretación de los beneficios otorgados por dicha disposición a quienes se encuentran en transición, haciendo énfasis que “la forma de calcular el IBL fue definida expresamente en dicho artículo y no dio la posibilidad de liquidarlo conforme a la normatividad anterior que se aplicara en los restantes aspectos (edad, tiempo de servicios y monto)”.

En cambio, la censura busca que se determine jurídicamente, que el Tribunal le dio un entendimiento equivocado al artículo 36 de la Ley 100 de 1993, al no liquidar la pensión del actor estableciendo el IBL con la aplicación en su integridad del artículo 1° de la Ley 33 de 1985, es decir, tomando lo devengado en el <último año de servicios>, con lo cual se respetaría el principio de inescindibilidad de la norma, máxime si se tiene en cuenta que aquel canon de la nueva ley de seguridad social, expresamente dispone que los beneficios respecto de la transición se traducen en la aplicación del régimen anterior, en todo lo que tiene que ver con el tiempo de servicios, la edad y el monto de la pensión.

Pues bien, planteadas así las cosas, la controversia gira en torno a definir la norma aplicable para calcular el IBL de la pensión de vejez que viene disfrutando el promotor del proceso.

De cara a lo alegado por el recurrente en la esfera casacional, debe decirse, que le asiste entera razón al sentenciador de segundo grado, en el sentido de que siendo la disposición que gobierna el régimen de transición del demandante, el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, aquel garantiza a sus beneficiarios, la utilización de la normatividad que venía aplicándose en cada caso, únicamente en lo concerniente a tres aspectos: la edad, el tiempo o número de semanas cotizadas, y el monto de la prestación, entendiéndose por este último el monto porcentual de la pensión; y en estas condiciones, el ingreso base de liquidación se regulará, como regla general, por la nueva reglamentación contenida en la mencionada Ley 100.

De tal modo que el inciso 3° del artículo 36 de la aludida Ley 100 de 1993, respecto de quien cotizó o devengó en el sistema de seguridad social integral, en ningún caso permite tomar, para conformar el IBL de la pensión, el promedio de lo percibido en el <último año de servicios>, que es la aspiración principal del demandante recurrente, y desde esta perspectiva no pudo cometer la Colegiatura un yerro jurídico.

En conclusión, como en el presente asunto no es dable establecer el ingreso base de liquidación para efectos de determinar la cuantía de la prestación pensional que disfruta el demandante, con base en los salarios devengados en el <último año de servicios>, que se repite es en esencia lo que plantea la parte actora, resulta infundada la acusación.

Sobre la diferencia entre ingreso base de liquidación y monto de la pensión, en perspectiva de reafirmar que el primero no se disciplina por las normas anteriores al sistema de pensiones de la Ley 100 de 1993, la Corte expresa: 
Es sabido que con los regímenes de transición especialmente creados para cuando se modifiquen los requisitos para acceder a los derechos pensionales, se ha buscado por el legislador no afectar de manera grave las expectativas legítimas de quienes, al momento de producirse el cambio normativo, se hallaban más o menos próximos a consolidar el derecho. 

Desde luego, esos regímenes pueden tener diferentes modalidades respecto de la utilización de la nueva preceptiva y la vigencia de las normas derogadas o modificadas, de ahí que no impliquen necesariamente la aplicación, en su integridad, de estas normas, que, por lo general, consagran beneficios más favorables al trabajador o al afiliado a la seguridad social. Ya la Corte Constitucional ha explicado, al referirse al artículo 36 de la Ley 100 de 1993, que goza el legislador de un amplio poder de configuración al momento de definir la protección que le otorgue a las expectativas de los ciudadanos, como las referidas a los derechos prestacionales. 

Precisamente con el régimen de transición pensional consagrado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 no quiso el legislador mantener para los beneficiarios la aplicación en su totalidad de la normatividad que gobernaba sus derechos pensionales, sino solamente una parte de ella. Esta Sala de la Corte ha consolidado, por reiterado y pacífico, el criterio de que dicho régimen comporta para sus beneficiarios la aplicación de las normas legales anteriores a la vigencia del Sistema General de Pensiones, en tres puntuales aspectos: edad, tiempo de servicios o semanas cotizadas y monto de la pensión. Y que el tema de la base salarial de liquidación de la pensión no se rige por tales disposiciones legales, sino que pasa a ser regido, en principio, y para quienes les hacía falta menos de diez años para adquirir el derecho por el inciso 3º del artículo 36 citado.   

Lo anterior significa que fue el propio legislador quien, al diseñar la forma como estarían estructurados los beneficios del régimen de transición que creó para quienes al momento en que entró a regir el sistema de pensiones les hacía falta menos de diez años para adquirir el derecho prestacional, que es el caso de la actora, dispuso que ese régimen estaría gobernado en parte por la normatividad que, antes de entrar en vigor ese sistema, se aplicaba al beneficiario y, en otra parte, por el propio artículo 36 de la Ley 100 de 1993, pero en uno solo de los elementos que conforman el derecho pensional: el ingreso base de liquidación. 

De tal suerte que esa mixtura normativa, que no constituye un exabrupto jurídico, pues es característica de los regímenes expedidos para regular transiciones normativas, surge del propio texto de la ley y no es resultado de una caprichosa interpretación de las normas que instituyeron el sistema de seguridad social integral en pensiones.

Y es claro, además, que al ingreso base de liquidación de la pensión se le quiso continuar otorgando una naturaleza jurídica propia, no vinculada al monto, porcentaje o tasa de reemplazo de la prestación, que es otro elemento de ésta, pero diferente e independiente; pues al paso que el ingreso base corresponde a los salarios devengados por el trabajador o a la base sobre la cual ha efectuado sus aportes al sistema, según el caso y el régimen aplicable, el monto de la pensión debe entenderse como el porcentaje que se aplica a ese ingreso, para obtener la cuantía de la mesada.

Por manera que no existe ninguna contradicción en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 cuando señaló que el monto o porcentaje de la pensión de los beneficiarios sería el establecido en el régimen anterior al cual se encuentren afiliados y el ingreso base de liquidación de la prestación, para casos como el de la demandante, el promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para adquirir el derecho, o el cotizado durante todo el tiempo, si este promedio fuese superior, actualizado anualmente con base en la variación del índice de precios al consumidor. 

Tal postura jurídica de la Corte, que aquí se reitera, aparece vertida, entre otras, en las sentencias de 5 de marzo de 2003 (Rad. 19663) y 27 de julio de 2004 (Rad. 22226).

Sin duda, el reajuste pretendido en la demanda introductoria del presente proceso, fincado en que debe considerarse  lo devengado por la actora durante el último año de servicios, no consulta el texto del inciso 3 del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 ni la inteligencia que al mismo le ha dado la jurisprudencia del trabajo y de la seguridad social. El acierto corona la conclusión del juez de primer grado al denegarlo, al igual que las restantes súplicas que le son consecuenciales.

DECISIÓN

Se confirmará el fallo impugnado en sede de apelación, sin que haya lugar a imponer condena en costas en esta instancia por la sencilla razón de no haberse causado durante su trámite.

En mérito de las consideraciones que anteceden, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Marta, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

F A L L A:

Primero. CONFÍRMASE la sentencia del veinte (20) de abril de dos mil doce (2012), dictada por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Santa Marta. 

Segundo. Sin costas en esta instancia.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Acta n.°  039 del  seis (6 ) de septiembre  de 2012

Notificado en estrados. No siendo otro el objeto de la presente audiencia se declara terminada y, para constancia, se firma por los que intervinieron.

AUGUSTO  E. TORREGROZA SÁNCHEZ

JOHNNESSY DEL CARMEN  LARA MANJARRÉS       ISIS EMILIA BALLESTEROS CANTILLO
                                                                                                           Con permiso
.

